Solicitud de contribuciones - Relator Especial sobre las formas contemporáneas de la esclavitud

Preguntas principales y tipos de aportes que se buscan:

A) Explotación de personas actualmente encarceladas

1. Sírvase proporcionar los detalles del programa o programas laborales aplicados en su país para las personas encarceladas, incluyendo:

1.1. Marcos legislativos/normativos:

Para la revisión, análisis, aprobación y ejecución de algún programa laboral que se llegará a desarrollar en los Centros de Privación de Libertad, dentro de los marcos legislativos y normativos, existe la Constitución de la República, las normas internacionales, el Código Orgánico Integral Penal y el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, cuya normativa expresa se detalla a continuación:

I. Constitución de la República. -

En el primer inciso del artículo 1 de la Constitución de la República establece que “El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia social, democrático, soberano independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico.”

El artículo 33 de la Constitución del Ecuador señala que: “El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base de la economía. El estado garantizará a las personas trabajadoras a pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o aceptado”.

En el numeral 5 del artículo 51, se reconoce a “las personas privadas de libertad el derecho a la atención de sus necesidades educativas, laborales, productivas, culturales, alimenticias y recreativas.”
El artículo 284, numeral 6 de la Constitución de la República del Ecuador establece como  uno de los objetivos de la política económica “Impulsar el pleno empleo, valorar todas las formas de trabajo, con respecto a los derechos laborales”.

El artículo 325 ibídem, determina que: “El estado garantizará el derecho al trabajo. Se reconocen todas las modalidades de trabajo en relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores de auto sustento y cuidado humano, y como actores sociales productivos, a todos los trabajadores”.

II. Normas Internacionales. -

De acuerdo con los “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas”, establecidos por la Organización de Estados Americanos (OEA) y la Comisión de Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), adoptados por la Comisión durante el 131 período ordinario de sesiones, celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008; en lo relacionado al “Principio XIV. 3. Trabajo”, señala que “Los Estados miembros promoverán en los lugares de privación de libertad, de manera progresiva y según la máxima disponibilidad de sus recursos, la orientación vocacional y el desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional; y garantizarán el establecimiento de talleres laborales permanentes, suficientes y adecuados, para lo cual fomentarán la participación y cooperación de la sociedad y de la empresa privada.”

Asimismo, el numeral 2 del artículo 203 de la Carta Magna, establece que: “En los centros de rehabilitación social y en los centros de detención provisional se promoverán y ejecutarán planes educativos, de capacitación laboral, de producción agrícola, artesanal, industrial o cualquier otra forma ocupacional, de salud mental física y de cultura y recreación”.

III. Código Orgánico Integral Penal (COIP). -

El artículo 701 determina lo siguiente: “Ejes de tratamiento. - El tratamiento de las personas privadas de libertad, con miras a su rehabilitación y reinserción social, se fundamentará en los siguientes ejes: 1) laboral, 2) educación, cultura y deporte, 3) salud, 4) vinculación familiar y social y 5) Reinserción. El desarrollo de cada uno de estos ejes de tratamiento se determinará en el reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social”.

El artículo 702, establece: “Eje laboral. - El trabajo constituye elemento fundamental del tratamiento. No tendrá carácter ni se aplicará como medida de corrección”.

IV. Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social. -

El artículo 178, prevé: “Los centros de rehabilitación social ejecutarán los planes, programas y /o actividades de tratamiento de las personas privadas de libertad en régimen cerrado, en coordinación con las entidades que conforman el Directorio del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, a través de los ejes:

· Laboral

· Educación

· Cultura

· Deporte

· Salud

· Vinculación social

· familiar

El Artículo 186 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, refiere:

 “Eje Laboral.- Será ejecutado mediante actividades, laborales, ocupacionales y productivas y de servicios con el fin de desarrollar capacidades, habilidades y destrezas de carácter artesanal, intelectual, manufacturero o producción en planes, programas y proyectos, que promuevan la formación y capacitación para el trabajo, producción y comercialización de los productos, bienes y servicios elaborados por las personas privadas de la libertad, en coordinación con entidades públicas y privadas; y, conforme a los lineamientos del ministerio rector del trabajo en el ámbito de sus competencias”.

El Artículo 187 del Reglamento ibidem establece que los objetivos del eje laboral son:

1.“Garantizar el derecho de las personas privadas de libertad a participar en actividades laborales, productivas, ocupacionales y/o de servicios, a fin de generar habilidades y competencias que sean herramientas útiles para su posterior reinserción y permanencia en la sociedad como entes productivos;

2.Fortalecer habilidades y competencias laborales y ocupacionales de las personas privadas de libertad en igualdad de condiciones, por medio de implementación de planes, programas y proyectos en coordinación con las instituciones públicas y privadas; y,

3.Optimizar recursos mediante la comercialización de los productos y servicios que puedan ser elaborados por las personas privadas de libertad cuyos recursos serán redistribuidos conforme lo determina el Código Orgánico Integral Penal en cuanto a la distribución de la remuneración; y, de acuerdo con este Reglamento para los proyectos productivos institucionales”.

Por su parte, el artículo 192 determina que: “Eje Laboral. - Actividades ocupacionales de rehabilitación social. - Son actividades no remuneradas que buscan el desarrollo integral de las personas privadas de libertad desarrollando capacidades y competencias, que mejoren habilidades y fortalezcan aptitudes y actitudes, las cuales pueden ser:

· De capacitación: El objetivo será el desarrollo de habilidades y competencias mediante procesos de capacitación y formación artesanal que culminen en cualificación profesional y titulación artesanal;

· De terapia ocupacional: “Buscará recuperar, mejorar y fortalecer las habilidades motrices con enfoque en grupos de situación de doble o mayor vulnerabilidad”.

El Artículo 193 del Reglamento ibidem, determina: “Actividades productivas.- Son actividades que permiten el desarrollo de capacidades, conocimientos, aptitudes y actitudes de las personas privadas de libertad que deben desarrollarse en espacios físicos adecuados con la debida supervisión y acompañamiento del servidor público responsable del eje laboral del centro de privación de libertad, a través de procesos sostenidos y sustentables que den como resultado la generación de entes productivos a la ciudadanía local y nacional”.

El artículo 201 establece que: “El Sistema de rehabilitación social tendrá como finalidad la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente para reinsertarlos en la sociedad, así como la protección de las personas privadas de libertad y la garantía de sus derechos”.

El artículo 203 determina que: “El sistema se regirá por las siguientes directrices:

2.En los centros de rehabilitación social y en los de detención provisional se promoverán y ejecutarán planes educativos, de capacitación laboral, de producción agrícola, artesanal, industrial o cualquier otra forma ocupacional, de salud mental y física, y de cultura y recreación.

3.Las juezas y jueces de garantías penitenciarias asegurarán los derechos de las personas internas en el cumplimiento de la pena y decidirán sobre sus modificaciones.

4.En los centros de privación de libertad se tomarán medidas de acción afirmativa para proteger los derechos de las personas pertenecientes a los grupos de atención prioritaria.

5.El Estado establecerá condiciones de inserción social y económica real de las personas después de haber estado privadas de la libertad”.

V. Acuerdo Interministerial

Acuerdo interministerial celebrado entre el Ministerio de Trabajo y el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos Nro. MDT-2015-0001A, a través del cual se regula la modalidad contractual especial por servicios para las personas privadas de libertad.

1.2. Tipos de trabajo realizados (opciones disponibles, idoneidad en términos de edad, sexo, religión, condición indígena, discapacidad y otros factores pertinentes, tipos de trabajo disponibles en función de la duración de las condenas y diferencia(s), en su caso, entre centros penitenciarios públicos y privados).

En este punto se tiene que identificar que todos los Centros de Privación de Libertad, Centros de Rehabilitación Social, Centros de Privación Provisional de Libertad están a cargo del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, como institución pública del poder ejecutivo, ya que, en el Ecuador, el Sistema Nacional de Rehabilitación Social, no contempla la existencia de Centros Penitenciarios privados.

Cabe indicar que en el ámbito del Eje Laboral, se desarrollan las siguientes actividades: capacitaciones, actividades productivas, servicios auxiliares, terapias ocupacionales y  relación de dependencia; en cada una de estas aristas, las personas privadas de libertad se capacitan y desarrollan sus destrezas que les permiten mejorar sus condiciones de vida dentro de los centros penitenciarios, apoyándose de esa manera en procesos de rehabilitación social y reinserción reales que se generan dentro de los Ejes de Tratamiento, considerando que, en cada Centro de Privación de Libertad se ejecutan diversos programas, planes y proyectos relacionados al eje laboral.

Dentro de los Centros de Privación de Libertad, la mayor parte de las actividades del eje laboral se desarrollan por autogestión propia de los centros y de convenios interinstitucionales celebrados con fundaciones, de tal manera que se ejecutan capacitaciones, talleres en diversas áreas como carpintería, textiles y confecciones (tejidos), talabartería, zapatería, artesanías, cerámicas, productos en yeso, metalmecánica, luthería, peluquería, panaderías, huertos, agricultura, avicultura, porcicultura, piscicultura, cosmetología, reciclaje y  manualidades (origami). La producción en talleres es reglamentada por la entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social y, coordinada y ejecutada por cada Centro de Privación de Libertad, mediante dos métodos:

· Producción bajo pedido; y,

· Práctica productiva individual de la persona privada de libertad.

1.3 Entorno y condiciones de trabajo, incluidos salarios, horas de trabajo y disposiciones en materia de salud y seguridad.

El entorno difiere mucho según los espacios que presta cada Centro de Privación de Libertad.

Por otro lado, los horarios de trabajo se organizan dependiendo de la cantidad de comensales o numérico de PPL ya que al tener un mayor numérico las personas cocineros y ayudantes de cocina deben ingresar más temprano o más tarde a sus labores; adicionalmente se toma en cuenta las horas de servicio estipuladas por la autoridad del centro, por ejemplo, si el desayuno se sirve a las 7:30 am y la cena se termina de servir a las 16:30 pm, se deben hacer tres turnos para el personal y de esa forma tener cubierta toda la operación misma que va desde el inicio de la producción hasta el final que implica la limpieza general de la cocina.

1.4 Programa(s) alternativo(s) al trabajo:

Actualmente, se está trabajando en el Plan de Fortalecimiento de la Marca “ENKANA” que permitirá la integración de Organizaciones, Fundaciones, Empresas Privadas, Entidades Religiosas, Personas Naturales con el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de Libertad y a Adolescentes Infractores.

De la misma manera, se tienen que consolidar programas laborales y emprendimientos entre todas las Direcciones que pertenecen a la Subdirección de Medidas Cautelares, Ejecución de Penas y Medidas Socioeducativas, de este Servicio de Estado, ya que al tener un programa integral el desarrollo del mismo permitirá tener más alcance y mayor aceptación en el mercado ecuatoriano.

Si se pueden plantear Programas Alternativos al Trabajo, se debería, primeramente entender el enfoque que el SNAI quiere para la institucionalidad como tal, en este sentido, el enfoque actual está en recuperar la “seguridad” e “integridad” de los Centros de Privación de Libertad, sin embargo, también es importante la “rehabilitación” y la “reinserción” para cumplir con la misión del SNAI, por lo tanto, algunos programas alternativos al trabajo que se pueden analizar, revisar y ejecutar en un futuro podrían ser los siguientes:

· Programas de Educación Continua Financiera: 

· Programas Laborales Mixtos: 
· Capacitaciones con Entidades Externas al SNAI: 

· Programas de Financiamiento para Proyectos Productivos: 
· Programas de Vinculación con la Sociedad: 
1.4  Realización de trabajos antes de la condena penal (por ejemplo, durante la detención preventiva)

Las Personas Privadas de Libertad cuando se encuentran en calidad de “procesados” no necesariamente deben acceder a los Ejes de Tratamiento ya que aún no cuentan con una sentencia condenatoria, sin embargo, hay que tener en cuenta que para realizar Ejes de Tratamiento se debe contar con la voluntad de las PPL.
1.5 La naturaleza y el alcance de la participación de empresas/empleadores privados, incluidas las condiciones de trabajo y las disposiciones para la supervisión por parte de las autoridades públicas.

La participación de Personas Privadas de la Libertad en el área de cocina se da en base al Artículo 190, del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, el cual permite establecer los parámetros en la documentación de la fase preparatoria para la contratación del servicio de alimentación.

Las condiciones de trabajo y disposiciones para la supervisión de la relación laboral de las personas privadas de libertad, la establece la normativa misma:
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Acuerdo MDT-2015-0004, de 22 de mayo de 2015, emitido por el Ministerio de Trabajo.
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Código Integral Penal, Artículos 702 y 703.

Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, Artículo 186, 187, 189, 191, 193, 194 y 195.

2. ¿Existen pruebas de prácticas laborales que puedan constituir explotación (por ejemplo, horarios de trabajo excesivos, salarios extremadamente bajos o inexistentes, entorno de trabajo insalubre o peligroso, trato discriminatorio contra determinados grupos de personas y falta de acceso a servicios médicos)? En caso afirmativo, facilite detalles.

Los horarios laborales de las Personas Privadas de Libertad que trabajan para las empresas que brindan el servicio de alimentación para toda la población penitenciaria, son extendidos, debido a que tienen que levantarse temprano y retornar tarde a sus celdas, para llevar a cabo la alimentación (3 comidas diarias) es decir el desayuno, almuerzo y merienda. Las PPL que laboran en esta actividad se encuentran vinculadas a las empresas en relación de dependencia, con el pago de todas las obligaciones conforme a la legislación ecuatoriana. 

3. ¿Qué medidas existen en su país con respecto al apoyo educativo y profesional para las personas encarceladas? ¿Se adaptan adecuadamente a las necesidades individuales y promueven el éxito de su reintegración económica y social? ¿Existen ejemplos de buenas prácticas, incluida la colaboración con agentes no estatales como la sociedad civil y las empresas, las organizaciones patronales y los sindicatos a este respecto?

En cuanto al apoyo educativo, se trabaja en conjunto con Ministerio de Educación. Esa cartera  de estado oferta desde alfabetización hasta bachillerato y  bachillerato técnico con el fin de proporcionarles la oportunidad de continuar sus estudios superiores.
Se tiene el apoyo de la Pontifica Universidad Católica del Ecuador (PUCE), con la cual se trabaja en talleres no escolarizados y con varias carreras que oferta la universidad, de igual forma se está programando el proyecto "Desarrollo de Capacidades para Inserción Laboral de Personas en Condición de Pre-libertad en la provincia de Pichincha".

En cuanto al proceso de educación superior, esto se lo coordina con la SENESCYT, entidad que regula la política de educación superior en el país, en cada grupo de estudio participan diferentes universidades e institutos tecnológicos de educación superior, las PPL que acceden a dicho proceso, se benefician de las becas de estudios completas.

4. ¿Existen pruebas de explotación sexual entre las personas encarceladas? En caso afirmativo, facilite detalles.

No se han registrado pruebas de explotación sexual entre las Personas Privadas de la Libertad.

5. ¿Pueden las víctimas de explotación laboral y sexual obtener justicia y reparación? Sírvase proporcionar detalles, incluidos los marcos legislativos y los mecanismos de denuncia.

En Ecuador, efectivamente las víctimas de explotación laboral y sexual tienen la posibilidad de obtener justicia y reparación a través de diferentes mecanismos y marcos legislativos.

En primer lugar, la Constitución de Ecuador reconoce los derechos de las víctimas de explotación laboral y sexual, y establece que el Estado tiene la obligación de prevenir, investigar y sancionar estos delitos, así como de brindar protección y asistencia a las víctimas.

En cuanto a la legislación específica, Ecuador cuenta con la Ley Orgánica Integral para la Prevención y Erradicación de la Violencia de Género contra las Mujeres, que incluye disposiciones para prevenir y sancionar la explotación sexual y laboral de mujeres y niñas. Además, existe la Ley Orgánica de Trabajo que regula las condiciones laborales y establece mecanismos para proteger a los trabajadores contra la explotación laboral.

Dentro de este contexto es necesario también señalar que el Ecuador, al ser un país constitucional de derechos y justicia, posee garantías constitucionales de protección de derechos, mediante los cuales las personas pueden acudir a reclamar la violación de los derechos, así podemos encontrar garantías institucionales, no institucionales, normativas, de políticas públicas, así como garantías jurisdiccionales, es decir, las garantías vienen a ser todas esas vías institucionales y no institucionales que tienen la finalidad de hacer efectivos los derechos.

Mediante la interposición de una de estas garantías, se puede obtener una sentencia favorable y posteriormente la autoridad judicial puede emitir medidas de reparación, las mismas que pueden ser de acuerdo al caso en específico  son las siguientes:

1. Restitución: 
2. Compensación: 
3. Rehabilitación: 
4. Garantías de no repetición: 
5. Satisfacción: 
6. ¿Cuáles son los principales retos a la hora de eliminar la explotación laboral y sexual entre las personas encarceladas, y qué recomendaciones haría para abordarlos eficazmente?

El principal reto es realizar una adecuada y correcta clasificación como lo determina la norma. 
Asimismo, es necesario enfocarse en los temas de educación, formación, profesionalización, capacitación para las PPL en temas de derechos, mecanismos que garanticen esos derechos, etc.

7. ¿Existen pruebas de que personas formalmente encarceladas sufran explotación laboral o sexual en su país? En caso afirmativo, proporcione detalles con respecto a: a. Perfiles de las víctimas (edad, identidad de género/orientación sexual, raza, etnia, indígena, migración, estatus socioeconómico y otros) b. Sectores laborales en los que experimentan explotación.

No se han registrado casos de explotación sexual o laboral entre las Personas Privadas de la Libertad.

8. ¿Proporciona su gobierno un apoyo adaptado a las personas que han estado encarceladas que satisfaga eficazmente sus necesidades? Sírvase proporcionar detalles, en particular en relación con el acceso a alojamiento temporal/de larga duración, educación/formación, trabajo decente, finanzas y pensiones, y otros servicios esenciales.

En respuesta a las recomendaciones nacionales e internacionales a fin de humanizar y transformar el sistema penitenciario, en el ámbito de las personas que han accedido a un beneficio o liberadas a fin de dar a conocer los cursos de acción de acuerdo a las  competencias de la Dirección de Penas no Privativas de Libertad, Dispositivo de Vigilancia Electrónica y Reinserción, en este sentido informamos las acciones que han sido desarrolladas:

Elaboración de Instructivo de Reinserción Social.
Institucionalización y fortalecimiento de Ejes de Tratamiento de Reinserción: 
Los ejes de tratamiento se enfocan en fortalecer a la persona, familia y comunidad, mediante una visión sistémica y restaurativa., por lo que se han implementado diferentes programas.
9. ¿Cuál es el papel de otras partes interesadas, incluidas las instituciones educativas, los centros de empleo/formación, los proveedores de vivienda, las empresas/organizaciones empresariales, las instituciones financieras, los sindicatos y las organizaciones de la sociedad civil, en la prestación de apoyo a las personas formalmente encarceladas? ¿Su gobierno coordina o coopera activamente con ellos?

Para contar con el apoyo institucional o la cooperación bilateral con fundaciones, empresa privada u organismos internacionales solo hace falta comunicar el mensaje de la manera correcta, porque el apoyo siempre está, el apoyo siempre puede darse pero para que exista   esa cooperación y apoyo, hay que mejorar en muchos aspectos y brindar “seguridad”.

10. ¿Cuáles son los desafíos actuales para promover la reintegración económica y social exitosa de las personas formalmente encarceladas en su país, que pueden incluir la discriminación (incluidas las formas intersectoriales basadas en la edad, la identidad de género/orientación sexual, la raza, el origen étnico, la migración, la situación socioeconómica y otras), la corrupción, la falta de oportunidades y de apoyo?

Algunos de los desafíos actuales para promover la reintegración económica y social exitosa de las personas formalmente encarceladas en Ecuador incluyen:

Discriminación: Las personas liberadas de prisión enfrentan discriminación en diversos ámbitos, ya sea por su historial criminal, su edad, identidad de género/orientación sexual, raza, origen étnico, situación socioeconómica, entre otros. Esta discriminación dificulta encontrar empleo, vivienda y ser aceptados socialmente.

Falta de oportunidades: La falta de oportunidades laborales y educativas para las personas liberadas de prisión dificulta su reintegración exitosa a la sociedad. Sin acceso a fuentes de ingreso estables y desarrollo personal, es difícil romper el ciclo de la delincuencia.

Falta de apoyo: Las personas liberadas de prisión muchas veces carecen de apoyo familiar, social y gubernamental para su reintegración. La falta de redes de apoyo puede llevar a la reincidencia en el delito y a una mayor marginación social.

Para abordar estos desafíos, es necesario implementar políticas públicas y programas integrales que promuevan la igualdad de oportunidades, combatan la discriminación,  fomenten la transparencia en el sistema de rehabilitación social y brinden apoyo y acompañamiento a las personas liberadas de prisión en su proceso de reintegración social y económica. Además, es fundamental sensibilizar a la sociedad sobre la importancia de dar segundas oportunidades y eliminar prejuicios y estigmas hacia las personas que han cumplido una condena.

Otro de los desafíos institucionales está en promover el financiamiento de proyectos productivos institucionales de las personas privadas de libertad previamente revisados y analizados por el SNAI para generar auto empleabilidad y oportunidades laborales para las PPL al momento de su reinserción a la sociedad.

Trabajar en una verdadera política de rehabilitación social con el compromiso de las demás instituciones del estado para articular propuestas de apoyo en beneficio de la rehabilitación de las personas privadas de libertad.

11. ¿Qué recomendaciones haría para superar los obstáculos existentes y evitar que las personas formalmente encarceladas sean sometidas a explotación laboral y sexual?

Que las Mujeres Privadas de Libertad tengan un Centro de Privación de Libertad única y exclusivamente para Mujeres.
Realizar una adecuada y correcta clasificación como lo determina la norma. Se recomendaría que no existan centros de privación de libertad mixtos; es decir, Centros de Privación de Libertad en los que convivan en estructuras separadas hombres y mujeres en razón de motivos seguridad y prevención de delitos de índole sexual, ingreso de artículos prohibidos entre pabellones, extorsiones, entre otros; y, que para un mejor control e implementación de procesos técnicos dichos centros deben estar separados por varios kilómetros.

Implementar medidas de protección y prevención en los Centros de Privación de Libertad para evitar la explotación laboral y sexual de las personas encarceladas, como la vigilancia de los derechos humanos y la sensibilización del personal penitenciario.

Crear alianzas con organizaciones sociales y gubernamentales para ofrecer servicios de apoyo a las personas liberadas, como programas de vivienda, asesoramiento legal y de salud mental.

Diseñar programas de capacitación y certificación de competencias laborales acordes a las necesidades específicas de las personas privadas de libertad.

El definir niveles de seguridad en los CPL, facilitará la ejecución de actividades laborales específicas acordes a la etapa.

Promover mecanismos de integración laboral con entidades públicas y privadas, velando que la remuneración por mano de obra sea justa.
Quito, abril de 2024
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